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La debilidad de las instituciones en Venezuela

Un deterioro persistente
Maritza Izaguirre Porras*

Con frecuencia se dice que la debilidad 
de nuestras instituciones contribuye al 
limitado desempeño de la acción guber-
namental, de otro lado la literatura es-
pecializada, cada vez con mayor fre-
cuencia, destaca la importancia del des-
empeño de las instituciones en la cons-
trucción de la confianza tan necesaria 
para el buen gobierno.

	De acuerdo a la definición de Sum-
mer, concebida a finales del siglo XIX, 
la institución social es a la vez un con-
cepto y una estructura. El concepto sig-
nifica ideas, nociones, doctrina e interés 
y la estructura provee el marco de refe-
rencia, el aparato operacional, que pue-
de incluir un número determinado de 
funcionarios u operarios, necesarios pa-
ra alcanzar los objetivos definidos en 
función del concepto.

	A medida que una sociedad se hace 
más compleja se multiplica el número 
de instituciones y organizaciones que 
interactúan entre sí, lo cual exige el es-
tablecimiento de normas y regulaciones 
que faciliten la comunicación y enten-
dimiento entre las partes. De esta ma-
nera, la sociedad se ajusta y adapta a 
nuevas tareas mediante el surgimiento 
de instituciones y organizaciones espe-
cializadas. El desempeño de las institu-
ciones es clave para el funcionamiento 
de la sociedad.

	Una sociedad con alto nivel de de-
sarrollo cuenta con instituciones y or-
ganizaciones fuertes, capaces de admi-
nistrar con eficiencia y eficacia recursos 
escasos a fin de satisfacer las necesida-
des de la población. En sociedades de-
mocráticas, el marco constitucional de-
fine la estructura institucional y las res-
ponsabilidades asignadas a los poderes 
que la integran.

	En la actualidad, en nuestro caso, se 
registra el deterioro y debilitamiento del 
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marco institucional. El resultado es evi-
dente, la falta de confianza en las insti-
tuciones claves para dirimir las diferen-
cias de opinión, las continuas interfe-
rencias del Poder Ejecutivo en las deci-
siones que afectan al Legislativo y Judi-
cial, los cambios de los marcos regula-
torios que rigen la actividad económica, 
entre otros, conducen al deterioro de la 
comunicación e interacción entre las 
partes, provocando confusión y dificul-
tades que se reflejan en el aumento de 
los conflictos y escasos resultados en la 
gestión.

Los derechos fundamentales consa-
grados en el marco constitucional, se-
ñalan la importancia de la familia, el 
respeto a los derechos individuales, la 
protección y seguridad que el Estado 
debe otorgar al ciudadano, el respeto a 
la diversidad y el rechazo a la exclusión, 
entre otros. 

Es así que el Estado de derecho con-
sagra a la familia como núcleo básico 
de la sociedad, de allí su intervención 
en el diseño de políticas públicas que 
promuevan la socialización de sus miem-
bros. En otras palabras, la creación de 
programas específicos, tales como la 
atención materna infantil, la orientación 
a la madre adolescente, el acceso a los 
hogares de cuidado diario y a la educa-
ción preescolar, constituyen programas 
asumidos por el Estado a fin de com-
pensar deficiencias presentes en hogares 
carentes. 

De esta manera se pretende reducir 
las fallas en el proceso de socialización 
en familias poco estructuradas, las cua-
les se ven beneficiadas si disponen de 
instituciones y organizaciones capaces 
de fortalecer al proceso. Para ello se re-
quiere la conformación de un marco 
institucional especializado, que cuente 
con la organización adecuada, los recur-
sos, el personal y la gerencia para cum-
plir con las tareas asignadas. 

	Sin embargo, fortalecer la fase inicial 
no basta, hay que prever la estructura 
institucional requerida para acompañar 
el proceso a lo largo de la vida. 

Se requiere por lo tanto que el Estado 
cuente con instituciones sólidas, con ca-
pacidad de organización para construir 
una oferta educativa de calidad, que no 
solo trasmita conocimiento y pericia si-
no valores y actitudes propios de un 
buen ciudadano. Creencias, valores y 
cultura, configuran los patrones de con-
ducta que orientan a una sociedad. De 
manera que lo relevante por parte de 

las organizaciones que integran la es-
tructura institucional es el cumplimien-
to adecuado de sus funciones, a fin de 
ganar el respeto y confianza de los su-
jetos, ya que ello se gana a base de efi-
ciencia y eficacia en el cumplimiento de 
las responsabilidades asignadas. De allí 
que se habla de la necesaria reciproci-
dad institucional. 

Las instituciones y organizaciones de-
ben cooperar entre sí reforzando las ac-
ciones, de allí la importancia de contar 
con un marco institucional claro, que se 
traduzca en políticas, programas y pro-
yectos orientados al refuerzo de cada 
instancia.

La Venezuela de hoy es el resultado 
de un cambio social marcado por un 
desarrollo institucional desigual. El país 
moderno petrolero logró crecer y desa-
rrollarse, con relativo éxito, al implantar 
una propuesta institucional que permi-
tió, entre otros, avanzar en la industria-
lización, educación, formación y capa-
citación de la mano de obra, con una 
oferta válida de salud y saneamiento, 
acompañado de una infraestructura ade-
cuada. Para ello consolidó, a lo largo del 
siglo XX, un modelo donde el Estado 
adquirió relevancia especial al disponer 
de mayores ingresos fiscales, provenien-
tes de la renta petrolera, y el poder de 
su distribución.

Se configuró un Poder Ejecutivo con-
formado por entes que cumplían fun-
ciones especializadas y que fueron res-
ponsables por el diseño y ejecución de 
las políticas públicas. Sin embargo, en 
los últimos años se ha hecho evidente 
la escasa coordinación entre los actores 
responsables en áreas tales como la aten-
ción sanitario asistencial, la educación y 
capacitación, el acceso a los bienes y 
servicios, infraestructura y el respeto a 
los principios fundamentales estableci-
dos en la Constitución referidos a la se-
guridad jurídica, los derechos humanos, 
seguridad ciudadana, igualdad de opor-
tunidades, rechazo a la exclusión y aper-
tura ante la disidencia, entre otros.

De allí que la estructura inicial fuer-
temente centralizada, con los años se 
vio obligada a enfrentar los retos deri-
vados del crecimiento de la población, 
la urbanización acelerada y las exigen-
cias de un aparato productivo más di-
versificado. Ello obligó a introducir cier-
tos cambios en la gestión, orientados a 
una mayor descentralización adminis-
trativa y la apertura a una mayor parti-
cipación de la sociedad civil. Fue así que, 
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especialmente en los últimos cincuenta 
años, se multiplicaron las propuestas 
provenientes de la actividad no guber-
namental. Entre ellas, las actividades 
vinculadas a las iglesias, las cuales lle-
naron el espacio abierto en materia de 
acción social, buscando la formación de 
instituciones capaces de cubrir iniciati-
vas en áreas problemáticas y que reque-
rían soluciones propias. Es así la inter-
vención privada fundacional en apoyo 
a la salud, educación, vivienda, capaci-
tación de la fuerza de trabajo, prisiones, 
y la protección de los derechos huma-
nos. Esta actividad permitió la creación 
de organizaciones eficientes capaces de 
responder desde el ámbito privado a las 
necesidades de la población, ejerciendo 
un papel relevante al crear e innovar en 
materia de organizaciones que contaron 
con buena gerencia, logrando resultados 
que han sido bien evaluados al compa-
rarlos con programas semejantes ope-
rados por el sector público. 

En los últimos años, sin embargo, se 
observa el debilitamiento de la estruc-
tura vinculada al sector público el cual, 
por las razones anotadas, cumple con 
un papel fundamental en la solución de 
problemas asociados a las carencias de 
la población, especialmente en materia 
de salud, educación e infraestructura, 
las cuales configuran las condiciones 
que determinan el nivel y calidad de 
vida de la población.

La situación se agrava por la aplica-
ción de políticas económicas que han 
afectado seriamente la creación de em-
pleo estable y bien remunerado, un mar-
co regulatorio que incide en la actividad 
privada productiva, restringiendo la 
oferta de bienes y servicios y en los pre-
cios al deteriorar el salario real. 

Lo anterior contribuye al aumento de 
los conflictos, quejas y reclamos, de va-
riado orden: laborales, violencia y crimi-
nalidad, inseguridad, servicios deficientes, 
y el incumplimiento reiterado de la ofer-
ta gubernamental vinculada a los progra-
mas sociales, cuyo agente han sido las 
Misiones. Ello es un indicador de la de-
bilidad institucional, ya que si el aparato 
institucional funcionara este resolvería las 
situaciones objeto de las quejas y recla-
mos, evitando el conflicto abierto me-
diante la negociación y el diálogo. 

Por otra parte, lo sucedido en este 
mes de agosto, indica las fallas en la 
gestión de instituciones claves, tales co-
mo las unidades responsables por la 
infraestructura, los servicios públicos y, 

lo más relevante, lo sucedido en la re-
finería de Amuay. 

El evento ocurrido y sus consecuen-
cias humanas y materiales permitió re-
gistrar el deterioro institucional de una 
corporación en la cual hay deficiencias 
en el cumplimiento de las normas y re-
glas traducidas en protocolos de segu-
ridad, que fallaron en momentos claves, 
con graves consecuencias. Si el entre-
namiento y capacitación del personal y 
de los habitantes del área afectada no 
se cumple, la corporación no lleva ade-
cuadamente sus responsabilidades, ya 
que la misión que le fue encomendada 
consiste en producir, en un ambiente 
seguro, al proteger personal, equipos y 
entorno.

Por ello, para recuperar la confianza 
en nuestras instituciones será necesario 
recobrarla mediante el cumplimiento de 
los protocolos establecidos, estrechar la 
coordinación interinstitucional, redefinir 
la misión y visión de las organizaciones 
y establecer programas a corto, media-
no y largo plazo, a fin de acompañar el 
proceso de cambio y transformación 
destinado a solucionar las situaciones 
conflictivas surgidas por la incompeten-
cia institucional.
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